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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 

Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-

laborales-de-bogota/2020n1 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 

(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2022 00477 00, informando 

que la parte accionante realizó la notificación a la ejecutada de conformidad con la Ley 

2213 de 2022 (archivo 08); y el día de ayer, solicitó la terminación del proceso con motivo 

del pago total por novedades y depuración de la obligación, petición coadyuvada por la 

persona natural demandada (folio 2, anexos a folios 3 a 15 del archivo 09).  

 

Sírvase proveer.  

 
  OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

AUTO 

 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se advierte que el Dr. JUAN 

CARLOS CAMARGO BASTIDAS identificado con C.C. No. 79.709.383 y T.P. No. 

149.270 del C.S. de la J., quien acredita estar inscrito en el certificado de existencia y 

representación legal de la firma de abogados LITIGAR PUNTO COM S.A.S. (folio 8, 

archivo 09), apoderada de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIAS PROTECCIÓN S.A. en esta causa judicial, invoca la terminación del 

proceso por pago total de la obligación, “… por pagos y reporte de novedades las cuales 

vale la pena anotar fueron informadas con posterioridad a la radicación de la presente 

demanda”; igualmente, solicita que se levanten las cautelas y no se provea condena en 

costas a las partes.   

 

Dicha solicitud se encuentra coadyuvada por la señora PAOLA ANDREA CORONADO, 

en condición de ejecutada.  

 

En ese orden, en atención a que la solicitud de terminación del proceso se encuentra 

presentada por la firma apoderada judicial de la ejecutante (fl. 2 del archivo 09 del 
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expediente digital), quien cuenta con poder para conciliar, transigir, sustituir, desistir, 

entre otras (fls. 4 y 5, archivo 02), e incluso remitió el memorial desde la cuenta de correo 

empresarial radicacioneslitigandoasofondos@litigando.com, y coadyuvada por la 

pasiva, por ser procedente, se accederá a la solicitud elevada, y en esa medida, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 461 del C.G.P., se DISPONE: 

 

PRIMERO:  Decretar la terminación del presente proceso ejecutivo por pago total de la 

obligación. 

 

SEGUNDO: SIN CONDENA EN COSTAS para las partes. 

 

TERCERO: SE DISPONE el levantamiento de las medidas cautelares decretadas. 

 

CUARTO: POR SECRETARÍA líbrense las comunicaciones correspondientes, en caso 

de haberse librado y tramitado los oficios de embargo por la parte actora.  

 

QUINTO: ARCHÍVENSE las presentes diligencias, previas las desanotaciones de rigor. 

 

El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 

consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-

causas-laboralesde-bogota/2020n1 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

La Juez, 

 

 
 

LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 
 

 
 

 

 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La  anterior  providencia  se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 69  de  Fecha  27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 

Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-

laborales-de-bogota/2020n1 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 

(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2022 00489 00, informando 

que la parte accionante realizó la notificación a la ejecutada de conformidad con la Ley 

2213 de 2022 (archivo 09); y el día de ayer, solicitó la terminación del proceso con motivo 

del pago total por novedades y depuración de la obligación, petición coadyuvada por la 

sociedad demandada (folio 2, anexos a folios 3 a 15 del archivo 11).  

 

Sírvase proveer.  

 
  OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.  

 

AUTO 

 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se advierte que la Dra. 

MARLENY VICTORIA LEON MEJIA identificada con C.C. No. 1.030.555.877 y T.P. 

No. 371.733 del C.S. de la J., quien acredita estar inscrita en el certificado de existencia y 

representación legal de la firma de abogados LITIGAR PUNTO COM S.A.S. (folio 9, 

archivo 11), apoderada de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIAS PROTECCIÓN S.A. en esta causa judicial, invoca la terminación del 

proceso por pago total de la obligación, “… por pagos y reporte de novedades las cuales 

vale la pena anotar fueron informadas con posterioridad a la radicación de la presente 

demanda”; igualmente, solicita que se levanten las cautelas y no se provea condena en 

costas a las partes.   

 

Dicha solicitud se encuentra coadyuvada por el señor MARIO CESAR GIRLADO, en 

condición de representante legal de la ejecutada.  

 

En ese orden, en atención a que la solicitud de terminación del proceso se encuentra 

presentada por la firma apoderada judicial de la ejecutante (fl. 2 del archivo 11 del 
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expediente digital), quien cuenta con poder para conciliar, transigir, sustituir, desistir, 

entre otras (fls. 4 y 5, archivo 02), e incluso remitió el memorial desde la cuenta de correo 

empresarial radicacioneslitigandoasofondos@litigando.com, y coadyuvada por la 

pasiva, por ser procedente, se accederá a la solicitud elevada, y en esa medida, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 461 del C.G.P., se DISPONE: 

 

PRIMERO:  Decretar la terminación del presente proceso ejecutivo por pago total de la 

obligación. 

 

SEGUNDO: SIN CONDENA EN COSTAS para las partes. 

 

TERCERO: SE DISPONE el levantamiento de las medidas cautelares decretadas. 

 

CUARTO: POR SECRETARÍA líbrense las comunicaciones correspondientes, en caso 

de haberse tramitado los oficios de embargo por la parte actora.  

 

QUINTO: ARCHÍVENSE las presentes diligencias, previas las desanotaciones de rigor. 

 

El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 

consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-

causas-laboralesde-bogota/2020n1 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

La Juez, 

 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 
 

 
 

 

 

 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La  anterior  providencia  se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 69  de  Fecha  27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n1 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 

(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2022 00780 00, informando 

que la parte actora interpuso recurso de reposición contra el auto que negó el 

mandamiento de pago (folios 2 a 4, archivo 07); igualmente, el día de ayer a las 11:49 a.m., 

abogada adscrita a la firma que funge como apoderada de la ejecutante, presenta solicitud 

de desistimiento del recurso y retiro de la demanda, “con base en las facultades otorgadas 

mediante poder” (folios 3 y 4 del archivo 09 del expediente virtual). 

 

Sírvase proveer.  

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

AUTO 

 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se advierte que mediante auto 

del nueve (9) de febrero de dos mil veintitrés (2023), notificado por estado electrónico del 

día siguiente, se dispuso negar el mandamiento de pago solicitado (folios 1 a 6, archivo 

06). 

 

Ahora bien, el 14 de febrero de 2023 se interpuso recurso de reposición contra dicha 

decisión, el cual sería del caso desatar de no ser porque se advierte que obra desistimiento 

del recurso y solicitud de retiro de la demanda, presentada por la parte demandante, por 

conducto de la Dra. PAOLA ANDREA OLARTE RIVERA identificada con C.C. No. 

52.603.367 y T.P. No. 272.983 del C.S. de la J., quien acredita estar inscrita en el 

certificado de existencia y representación legal de la firma de abogados LITIGAR 

PUNTO COM S.A.S. (folio 13, archivo 09), apoderada de COLFONDOS S.A. 

PENSIONES Y CESANTIAS en esta causa judicial, quien expone con toda claridad que 
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desea retirar de la demanda, “con base en las facultades otorgadas” por la aquí 

demandante (folios 3 y 4, archivo 09). 

 

En ese sentido, al no haber cobrado firmeza el referido auto denegatorio de la orden de 

apremio, y habida cuenta de lo manifestado por la parte ejecutante, es procedente aceptar 

el retiro de la demanda ejecutiva, de suerte que reunidos los requisitos establecidos en el 

art. 92 del Código General del Proceso, aplicable por autorización prevista en el art. 145 

del C.P.L., el Juzgado DISPONE: 

    

PRIMERO: Aceptar el desistimiento del recurso de reposición formulado contra el auto 

que negó el mandamiento de pago, por las razones anotadas. 

 

SEGUNDO: Aceptar el RETIRO de la demanda ejecutiva instaurada por COLFONDOS 

S.A. PENSIONES Y CESANTIAS en contra de ALVARO HERNANDEZ GARZÓN. 

  

TERCERO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 

 

El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 

consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-

causas-laboralesde-bogota/2020n1 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 

 
 

 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La  anterior  providencia  se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 069  de  Fecha  27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n1 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 

(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2022 01028 00, informando 

que la parte actora interpuso recurso de reposición contra el auto que negó el 

mandamiento de pago (folios 4 a 6, archivo 07); igualmente, el pasado 20 de abril a las 

9:48 a.m., abogada adscrita a la firma que funge como apoderada de la ejecutante, 

presenta solicitud de desistimiento del recurso y retiro de la demanda, “con base en las 

facultades otorgadas mediante poder” (folios 3 y 4 del archivo 08 del expediente virtual). 

 

Sírvase proveer.  

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

AUTO 

 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se advierte que mediante auto 

del veintiuno (21) de marzo de dos mil veintitrés (2023), notificado por estado electrónico 

del día siguiente, se dispuso negar el mandamiento de pago solicitado (folios 1 a 7, archivo 

06). 

 

Ahora bien, el 24 de marzo de 2023 se interpuso recurso de reposición contra dicha 

decisión, el cual sería del caso desatar de no ser porque se advierte que obra desistimiento 

del recurso y solicitud de retiro de la demanda, presentada por la parte demandante, por 

conducto de la Dra. PAOLA ANDREA OLARTE RIVERA identificada con C.C. No. 

52.603.367 y T.P. No. 272.983 del C.S. de la J., quien acredita estar inscrita en el 

certificado de existencia y representación legal de la firma de abogados LITIGAR 

PUNTO COM S.A.S. (folio 13, archivo 08), apoderada de la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. en esta causa judicial, quien expone con toda claridad que desea retirar de la 
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demanda, “con base en las facultades otorgadas” por la aquí demandante (folios 3 y 4, 

archivo 08). 

 

En ese sentido, al no haber cobrado firmeza el referido auto denegatorio de la orden de 

apremio, y habida cuenta de lo manifestado por la parte ejecutante, es procedente aceptar 

el retiro de la demanda ejecutiva, de suerte que reunidos los requisitos establecidos en el 

art. 92 del Código General del Proceso, aplicable por autorización prevista en el art. 145 

del C.P.L., el Juzgado DISPONE: 

    

PRIMERO: Aceptar el desistimiento del recurso de reposición formulado contra el auto 

que negó el mandamiento de pago, por las razones anotadas. 

 

SEGUNDO: Aceptar el RETIRO de la demanda ejecutiva instaurada por SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. en contra de GARZON Y SALAZAR S.A.S. 

  

TERCERO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 

 

El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 

consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-

causas-laboralesde-bogota/2020n1 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 

 
 

 

 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La  anterior  providencia  se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 069  de  Fecha  27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2023 00047 00, informando que 
fue recibido en el correo institucional proveniente de la oficina de reparto, a través del 
aplicativo Demanda en línea disponible en el mismo email. Consta de 9 folios principales, 61 
folios anexos, y acta de reparto, junto con memorial de impulso procesal visible a folio 1 del 
archivo 05, incorporados en el expediente digital. 
 
Sírvase proveer. 
 

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO 9º MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 
Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se DISPONE: 
 
RECONOCER PERSONERÍA a LITIGAR PUNTO COM S.A.S., representada 
legalmente por ROSA INÉS LEÓN GUEVARA identificada con cédula de ciudadanía No. 
66.977.822, sociedad que actúa por conducto de la Dra. DIANA MARCELA VANEGAS 
GURRERO  identificada con C.C. No. 52.442.109 y T.P. No. 176.297 del C.S. de la J., quien 
acredita estar inscrita en el certificado de existencia y representación legal de la firma de 
abogados (fl. 53, archivo 03), para actuar como apoderado judicial de la 
ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., representada 
legalmente por la Dra. IVONNE AMIRA TORRENTE SCHULTZ o por quien haga sus 
veces, en los términos y con las facultades conferidas en el poder allegado (folios 1 a 8, archivo 
02 del expediente virtual), el cual reúne los requisitos previstos en la Ley 2213 de 2022. 
 
A efecto de resolver sobre la viabilidad de librar la orden de apremio, se deben realizar las 
siguientes consideraciones: 
 
Se advierte inicialmente que promueve acción ejecutiva la ADMINISTRADORA DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. en contra de OSCAR SALAZAR RUIZ 
S.A.S., para que se le paguen las sumas y conceptos relacionados en el libelo (folios 6 y 7, 
archivo 01). 
 
Como garantía de sus pretensiones denuncia bienes que bajo la gravedad del juramento 
afirma, son propiedad de la ejecutada (folio 13 archivo 01). 
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Como título base de recaudo ejecutivo allega: a) la liquidación elaborada por la ejecutante 
(folio 1, archivo 03), y b) el requerimiento de pago fechado 20 de agosto de 2022 (fls. 03 a 
07), enviado y entregado a la ejecutada el mismo día, a la dirección de notificación registrada 
en el Certificado de Cámara de Comercio de la ejecutada (fls.16 y 17, archivo 03), en el que le 
conmina a cumplir con las obligaciones relativas al pago de aportes de acuerdo con la 
liquidación mencionada, acompañado de estado de cuenta (fls. 03 a 07), documentos 
debidamente cotejados. 
 
Así las cosas, es conveniente memorar, la naturaleza del título base de recaudo ejecutivo que 
constituye la fuente de la presente acción, corresponde a la liquidación elaborada por la 
administradora del régimen pensional en la que se determina el valor adeudado por el 
ejecutado o empleador que se encuentra en mora de trasladar los aportes pensionales de sus 
trabajadores, tal como lo prevé el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
 
En efecto, el mencionado Art. 24 preceptúa que “[c]orresponde a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 
administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo” (subrayas fuera de 
texto original).   
 
En reglamentación de esta disposición, el Decreto 656 de 1994, que a su vez fue 
complementado por el Decreto 1161 de 1994, señaló en el artículo 13 la obligación de los fondos 
pensionales de iniciar sus acciones de cobro dentro de los tres meses siguientes al 
incumplimiento por parte del patrono, de la siguiente manera:  
    

“Art. 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de 
los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de las 
cotizaciones que se encuentren en mora, así como de los intereses de mora a que haya 
lugar, pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que haya 
demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del 
artículo 14 del decreto 656 de 1994. 
 
 Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. Lo anterior es 
aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 
coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 
Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 
normas que los adicionen o reformen. 
 
Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 
informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 
adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 
representante, tome participación en el correspondiente proceso”.  

 
A su vez, el artículo 2° del Decreto 2633 de 1994, dispone que una vez vencidos los plazos para 
que los empleadores realicen las consignaciones, las administradoras a través de 
comunicación dirigida al deudor moroso, lo requerirá para que cancele y si, transcurridos 15 
días el empleador no se ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito 
ejecutivo. 
 
De conformidad con lo anterior, el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994 –para el asunto, por 
tratarse de una AFP privada– orienta las acciones de cobro contra el empleador que ha 
incumplido su obligación de trasladar los aportes pensionales dentro del término legal, con 
fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993. Señala: 
 

“Artículo 5°. - Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima 
media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual 
con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción 
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ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta 
disponga, con carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación 
oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones 
concordantes. 
 
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte 
de los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 
liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el 
artículo 24 de la Ley 100 de 1993”. 

 
Por otra parte, la Ley 1607 de 2012 en su artículo 178, parágrafo 1°, dispuso: 
 

“Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP. La UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que 
considere conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto 
implique que las administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas 
legalmente por la omisión en el cobro de los aportes”.  

 
Por ende, las administradoras del Sistema de la Protección Social deben realizar las acciones 
de cobro ante la mora registrada de los aportes de sus afiliados, y en esa medida, deben aplicar 
los estándares de cobro que fije la UGPP, entidad que inicialmente los estableció a través de 
la Resolución No. 444 de 2013, disposición subrogada a partir del 1º de julio de 2017 por la 
Resolución 2082 de 2016, indicando en su articulado y en el anexo técnico de la referida 
resolución en sus capítulos II y III, lo relevante en la materia que aquí se trata. Esta última 
resolución fue subrogada por la Resolución 1702 de 2021, que empezó su vigencia el 29 de 
junio de 2022 e igualmente contiene un anexo técnico que en su “versión 2”, se emitió el 12 de 
julio de 2022.  
 
De ahí, conviene puntualizar que la Resolución 2082 de 2016, en su artículo 11, señaló que la 
liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser elaborada o expedida en un 
término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago. No obstante, la 
Resolución 1702 de 2021 en su canon 10° prevé, para ese efecto, un término de 9 meses; 
posteriormente debe contactar al deudor, en sede de actuaciones persuasivas, mínimo 2 veces; 
el primer requerimiento dentro de los 15 días siguientes a la elaboración de la liquidación y el 
segundo dentro de los 30 días siguientes a partir de la fecha en que se realizó la primera 
comunicación.  
 
Finalmente, el artículo 12 de la referida Resolución 1702, establece que vencido el plazo 
señalado en el artículo 11, las administradoras contarán con un plazo máximo de 5 meses 
para iniciar las acciones cobro de manera coactiva o judicial.  
 
Aclarado el panorama normativo actualmente aplicable en este tipo de asuntos, debe precisar 
el Juzgado, la Resolución 1702 de 2021 y su correspondiente anexo técnico, no incorporan la 
distinción que otrora, la Resolución 2082 de 2016, plasmaba en punto a que la primera 
comunicación para el cobro persuasivo, debía realizarse por vía escrita, y no por  llamada, 
correo electrónico, fax, etc., lo cual en sana lógica ameritó que el Despacho elaborara y aplicara 
una tesis según la cual una comunicación tramitada por vía electrónica no podía surtir el 
efecto de requerimiento previo, máxime ante las constantes deficiencias que se presentan en 
la posibilidad real de que el destinatario de esos mensajes de datos reciba y visualice 
efectivamente la misiva y los estados de cuenta correspondientes. 
  
Por tanto, bajo los lineamientos de la Resolución 1702 de 2021 y su adjunto técnico, y tomando 
en consideración el uso cada vez más amplio de los mensajes de datos en el ámbito personal y 
comercial, el Despacho replantea y sienta su posición en el sentido de que, para los casos en 
que el requerimiento hecho por la A.F.P. al deudor en mora de consignar los aportes 
pensionales, se surta con posterioridad a la vigencia de la Resolución 1702 de 2021, es decir, 
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a partir del 29 de junio de 2022, resulta plausible y procedente que la referida intimación 
previa al empleador como presupuesto del cobro compulsivo, se efectúe por medio físico, 
vía correo postal certificado, ora de manera electrónica o digital, siempre y cuando se 
garantice que la comunicación plasma y/o se acompaña de un informe al deudor sobre el valor 
de lo adeudado y debidamente discriminado con los períodos en mora y los réditos, con el 
cotejo respectivo; y si se tramita de forma electrónica, además, debe garantizarse el acceso al 
contenido de lo comunicado y de los adjuntos remitidos al destinatario. 
 
Así, en consideración de este Juzgado, adoptando un criterio sistemático y no a ultranza 
riguroso, ha de compaginarse el sentido de tal regulación concreta con lo previsto en la Ley 
100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994, coligiendo como presupuesto del recaudo coercitivo 
que, por lo menos, la ejecutante acredite haber realizado un requerimiento, por medio escrito 
a la dirección física de notificaciones de la ejecutada o bien al respectivo canal digital, según 
los lineamientos generales de estándares o parámetros de cobro o recaudo.  
 
No obstante, en esta nueva revisión del tema se considera que, adicionalmente al comentado 
requisito, deben cumplirse otros con miras a obtener el mandamiento de pago. Dichas 
exigencias tienen que ver, como se ha anticipado, con el procedimiento de acciones de cobro 
que debe adelantar el Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, el cual está 
regulado en los arts. 9° a 12 de la Resolución 1702 de 2021, por cuya virtud, la liquidación que 
preste mérito ejecutivo debe ser expedida en un término máximo de 9 meses contados a partir 
de la fecha límite de pago de los aportes, al cabo de los cuales corren 45 días calendario con 
que cuenta la entidad para contactar al deudor, y desde ese momento, debe verificarse que en 
un plazo máximo de 5 meses se haya acudido a la jurisdicción, promoviendo la acción de cobro 
judicial.  
 
Lo anterior, habida cuenta que el art. 10° de la citada resolución aunque indica que “las 
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el 
título”, lo cierto es que el requerimiento formal al deudor de los aportes a pensión, resulta 
imprescindible en este tipo de asuntos, pues sin éste, por expreso mandato legal (Art. 2° del 
Decreto 2633 de 1994), no procede el recaudo forzoso por vía jurisdiccional, siendo menester 
entonces que las administradoras pensionales verifiquen unas exigencias elementales, 
relevantes en concepto de este Juzgado las ya descritas, en torno a la tempestividad en la 
expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo y la celeridad para incoar la demanda 
de ejecución. 
 
En este punto, aclara el Despacho que la observancia de los términos indicados, en manera 
alguna tiene relación ni califica a priori caducidad o prescripción, puesto que lo que conlleva 
el no requerir en forma y tiempo al empleador por los aportes en mora, es a que no se 
constituya el título ejecutivo debidamente, lo que implica que no pueda adelantar su cobro 
por vía ejecutiva, sino que bien podrá acudir a las demás herramientas que para ello, ha creado 
el legislador, a manera de ejemplo, el proceso ordinario laboral. 
 
Así las cosas, debe advertirse, para la conformación del título ejecutivo, esta sede judicial ni 
siquiera está exigiendo que las administradoras de pensiones verifiquen la totalidad de las 
exigencias contenidas en los estándares de avisos de incumplimiento y de acciones de cobro 
– persuasivas, sino simplemente unos requisitos mínimos que garanticen la intimación previa 
y permitan corroborar que la actuación de las entidades se ha verificado en los plazos 
razonables, determinados en la normatividad vigente aplicable, traída a colación en 
precedencia. 
 
De otra parte, cuando se reclame ejecutivamente el pago de varios períodos de aportes, el 
cómputo de los plazos antes citados no puede ser individualizado ni segregado, ya que el título 
base de ejecución no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte de un mes y de los demás 
no. La base de recaudo es la liquidación completa efectuada por la A.F.P., junto con el 
cumplimiento de los requisitos mencionados anteriormente. 
 
Bajo las premisas expuestas, analizado el asunto que concita la atención del Juzgado, se 
advierte que no hay lugar a librar el mandamiento de pago solicitado, por las razones que se 
pasan a exponer.   
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De acuerdo con lo observado por este Despacho en el requerimiento previo que esgrime la 
administradora pensional, aparece acreditada la remisión de documental en legal forma ante 
el convocado al juicio OSCAR SALAZAR RUIZ S.A.S., pues dentro del presente asunto 
únicamente se aportó una comunicación por correo electrónico del 20 de agosto de 2022 (fls. 
3 a 7), dirigida a la dirección de email de notificaciones judiciales de la demandada, y una 
certificación de comunicación electrónica o “email certificado” de la empresa 4-72, mas no 
existe medio de prueba alguno que permita constatar el acceso del destinatario al mensaje 
enviado, tras no obrar indicación alguna de acceso a contenido o acuse de visualización. 
 
Tampoco se puede corroborar cuáles documentos se habrían adjuntado a ese mensaje de 
datos, ya que se observa el nombre de los archivos adjuntos, pero no existe ninguna 
herramienta, marca o señal de cotejo de la empresa de correo postal que expidió el “certificado 
de comunicación electrónica”, que pudiese corroborar el contenido de la misiva de 
requerimiento de pago y el “detalle de deuda” supuestamente remitidos a la parte pasiva. Y 
aunque pudiera decirse que el contenido de la misiva se incorporó en el propio cuerpo del 
mensaje de datos, de todos modos, no existe probanza acerca de que el estado de cuenta haya 
sido suministrado o adjuntado al destinatario.  
 
Ciertamente, el requerimiento que aparece enviado al correo electrónico de la ejecutada, del 
que se aportó una certificación de entrega emanada de la empresa de mensajería 4-72, está 
acompañado de siete archivos adjuntos (fls. 07 y 14); sin embargo, no es posible verificar si 
los documentos entregados corresponden al requerimiento exigido por la norma y la 
liquidación, en la medida en que no se pueden abrir. 
 
Todo lo anterior conduce a concluir, mientras no se surta el requerimiento y se elabore 
oportunamente la respectiva liquidación,  no puede el Fondo de pensiones válidamente acudir 
a la administración de justicia para apremiar el pago de lo adeudado, porque sólo a partir de 
ese momento la obligación podría volverse exigible, acotando que el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 2° y 5°, deben acompasarse con lo 
consagrado al efecto por   la Resolución 1702 de 2021, que empezó su vigencia el 29 de junio 
de 2022 y tiene previstos unos estándares para las administradoras públicas y privadas de la 
protección social, en cuanto a los avisos de incumplimiento y también frente a las acciones de 
cobro, con la finalidad de incentivar el pago de las contribuciones o aportes correspondientes 
o en últimas, obtener el pago forzado. 
 
En este sentido, en el sub examine se aprecia que la A.F.P. pretende ejecutar la mora de los 
aportes de los meses de julio, diciembre de 2020 y de enero a mayo de 2021, del afiliado Oscar 
Salazar Ruiz, cuando, de acuerdo con el artículo 13 del Decreto 1161 de 1994, contaba con un 
término máximo de tres meses para emprender las gestiones de cobro, desde la mora del 
empleador, pero solo lo hizo hasta el mes de agosto de 2022, esto es de forma tardía respecto 
de la totalidad de los aportes reclamados. 
 
Y si, en gracia de discusión, se hiciera abstracción de esto último, en este caso se advierte que 
la liquidación del 16 de enero de 2023,  se elaboró por la activa luego de fenecido el término 
de 9 meses desde la ocurrencia de la mora de la totalidad de los aportes reclamados, de ahí 
que se presentan falencias en el hecho de no haberse acometido las gestiones de cobro dentro 
de los 3 meses siguientes al vencimiento del plazo de la obligación,  en el desconocimiento de 
la oportunidad en la emisión de la liquidación y en tanto, en el contexto del requerimiento 
electrónico enviado a la pasiva, no es posible constatar cuales archivos fueron adjuntados. 
 
Lo anterior conduce a colegir que en este caso no aparece acreditado en debida forma que 
se hubiera requerido previamente al ahora demandado, requisito sine qua non para librar 
orden de apremio. 
 
Al respecto vale decir entonces, en autos no se satisfacen los requisitos de claridad, 
expresividad y exigibilidad de la obligación, referidos en el artículo 4221 del C.G.P., ello por 

                                                           
1 “Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 

que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 

que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 
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cuanto la sociedad ejecutante no requirió el pago que se pretende ejecutar, y en esa medida, 
se reitera, no se demostró que se haya efectuado la intimación en legal forma. 
 
En los términos que han quedado expuestos, a juicio del Despacho, la documentación allegada 
no presta mérito ejecutivo como quiera no se constituye en una obligación exigible en 
términos del art. 100 del C.P.L., en concordancia con el art. 422 del C.G.P., así como con lo 
dispuesto en los artículos 22 a 24 de la Ley 100 de 1.993, y el art. 5º del Decreto reglamentario 
No. 2633 de 1994. 
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 
consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas- 
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
Consecuente con lo anterior, el Juzgado Noveno Municipal de Pequeñas Causas Laborales, 
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado, por las razones expuestas 
en la parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 
 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 
 

                                                           
judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley”. 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Bogotá D.C. 

 
La anterior providencia  se notifica por anotación en Estado 

Electrónico Nº 069  de  Fecha 27  de abril  de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 

                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2023 00048 00, informando 
que fue recibido en el correo institucional proveniente de la oficina de reparto, a través del 
aplicativo Demanda en línea disponible en el mismo email. Consta de 9 folios principales, 
58 folios anexos y acta de reparto, junto con memorial de impulso procesal incorporado a 
folio 1 del archivo 05 del expediente digital.  
 
Sírvase proveer. 

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO 9º MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 
Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se DISPONE: 
 
RECONOCER PERSONERÍA a LITIGAR PUNTO COM S.A.S., representada 
legalmente por ROSA INÉS LEÓN GUEVARA identificada con cédula de ciudadanía 
No. 66.977.822, sociedad que actúa por conducto de la Dra. DIANA MARCELA 
VANEGAS GUERRERO identificada con C.C. No. 52.442.109 y T.P. No. 176.297 del 
C.S. de la J., quien acredita estar inscrita en el certificado de existencia y representación 
legal de la firma de abogados (fl.50, archivo 03), para actuar como apoderada judicial de 
la ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., 
representada legalmente por la Dra. IVONNE AMIRA TORRENTE SCHULTZ  o por 
quien haga sus veces, en los términos y con las facultades conferidas en el poder allegado 
(folios 1 a 08, archivo 02 del expediente virtual),  el cual reúne los requisitos previstos en 
la Ley 2213. 
 
A efecto de resolver sobre la viabilidad de librar la orden de apremio, se deben realizar las 
siguientes consideraciones: 
 
Se advierte inicialmente que promueve acción ejecutiva la ADMINISTRADORA DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A en contra de INVERSIONES PABON 
PALACIÓS LTDA., para que se le paguen las sumas y conceptos relacionados en el libelo 
(folios 6 y 7, archivo 01). 
 
Como título base de recaudo ejecutivo allega: a) la liquidación elaborada por la ejecutante 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
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(folio 1, archivo 03), y b) el requerimiento de pago fechado 12 de octubre de 2022 (fls. 3 
a 5), entregado a la ejecutada el día 20 de octubre de 2022 a la dirección registrada en el 
certificado de cámara de comercio de la demandada (fl. 10 archivo 03), en el que le 
conmina a cumplir con las obligaciones relativas al pago de aportes de acuerdo con la 
liquidación mencionada, acompañado de estado de cuenta (fl. 6), documentos 
debidamente cotejados. 
 
Así las cosas, es conveniente memorar, la naturaleza del título base de recaudo ejecutivo 
que constituye la fuente de la presente acción, corresponde a la liquidación elaborada 
por la administradora del régimen pensional en la que se determina el valor adeudado por 
el ejecutado o empleador que se encuentra en mora de trasladar los aportes pensionales 
de sus trabajadores, tal como lo prevé el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
 
En efecto, el mencionado Art. 24 preceptúa que “[c]orresponde a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo 
del incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación 
mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito 
ejecutivo” (subrayas fuera de texto original).   
 
En reglamentación de esta disposición, el Decreto 656 de 1994, que a su vez fue 
complementado por el Decreto 1161 de 1994, señaló en el artículo 13 la obligación de los 
fondos pensionales de iniciar sus acciones de cobro dentro de los tres meses 
siguientes al incumplimiento por parte del patrono, de la siguiente manera:  
    

“Art. 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de 
los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de las 
cotizaciones que se encuentren en mora, así como de los intereses de mora a que haya 
lugar, pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que haya 
demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del 
artículo 14 del decreto 656 de 1994. 
 
 Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. Lo anterior es 
aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 
coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 
Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 
normas que los adicionen o reformen. 
 
Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 
informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 
adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 
representante, tome participación en el correspondiente proceso”.  

 
A su vez, el artículo 2° del Decreto 2633 de 1994, dispone que una vez vencidos los plazos 
para que los empleadores realicen las consignaciones, las administradoras a través de 
comunicación dirigida al deudor moroso, lo requerirá para que cancele y si, transcurridos 
15 días el empleador no se ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito 
ejecutivo. 
 
De conformidad con lo anterior, el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994 –para el asunto, 
por tratarse de una AFP privada– orienta las acciones de cobro contra el empleador que 
ha incumplido su obligación de trasladar los aportes pensionales dentro del término legal, 
con fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993. Señala: 
 

“Artículo 5°. - Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima 
media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual 
con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción 
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ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta 
disponga, con carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación 
oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones 
concordantes. 
 
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte 
de los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 
liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el 
artículo 24 de la Ley 100 de 1993”. 

 
Por otra parte, la Ley 1607 de 2012 en su artículo 178, parágrafo 1°, dispuso: 
 

“Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP. La UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que 
considere conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto 
implique que las administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas 
legalmente por la omisión en el cobro de los aportes”.  

 
Por ende, las administradoras del Sistema de la Protección Social deben realizar las 
acciones de cobro ante la mora registrada de los aportes de sus afiliados, y en esa medida, 
deben aplicar los estándares de cobro que fije la UGPP, entidad que inicialmente los 
estableció a través de la Resolución No. 444 de 2013, disposición subrogada a partir del 1º 
de julio de 2017 por la Resolución 2082 de 2016, indicando en su articulado y en el anexo 
técnico de la referida resolución en sus capítulos II y III, lo relevante en la materia que 
aquí se trata. Esta última resolución fue subrogada por la Resolución 1702 de 2021, 
que empezó su vigencia el 29 de junio de 2022 e igualmente contiene un anexo técnico 
que en su “versión 2”, se emitió el 12 de julio de 2022.  
 
De ahí, conviene puntualizar que la Resolución 2082 de 2016, en su artículo 11, señaló que 
la liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser elaborada o expedida en 
un término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago; 
posteriormente debe contactar al deudor, en sede de actuaciones persuasivas, mínimo 2 
veces; el primer requerimiento dentro de los 15 días siguientes a la elaboración de la 
liquidación y el segundo dentro de los 30 días siguientes a partir de la fecha en que se 
realizó la primera comunicación, disposición vigente para el momento en que el ejecutante 
efectuó el requerimiento al  ejecutado. 
 
Finalmente, el artículo 13 de la referida Resolución 2082, establece que vencido el plazo 
señalado en el artículo 12, las administradoras contarán con un plazo máximo de 5 
meses para iniciar las acciones cobro de manera coactiva o judicial.  
 
Aclarado el panorama normativo actualmente aplicable en este tipo de asuntos, debe 
precisar el Juzgado que, la Resolución 2082 de 2016, plasma que la primera comunicación 
para el cobro persuasivo, debe realizarse por vía escrita, y no por  llamada, correo 
electrónico, fax, etc., por lo cual el Despacho aplica una tesis según la cual una 
comunicación tramitada por vía electrónica no podía surtir el efecto de requerimiento 
previo, máxime ante las constantes deficiencias que se presentan en la posibilidad real de 
que el destinatario de esos mensajes de datos reciba y visualice efectivamente la misiva y 
los estados de cuenta correspondientes. 
 
Así, en consideración de este Juzgado, al compaginarse el sentido de tal regulación 
concreta con lo previsto en la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994, coligiendo como 
presupuesto del recaudo coercitivo que, por lo menos, la ejecutante acredite haber 
realizado un requerimiento, por medio escrito a la dirección física de notificaciones de la 
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ejecutada, según los lineamientos generales de estándares o parámetros de cobro o 
recaudo.  
 
No obstante, el Despacho ha realizado una nueva revisión del tema, mediante la cual se ha 
considerado que, adicionalmente al comentado requisito, que en primera oportunidad era 
la única exigencia establecida por este estrado judicial, deben cumplirse otros con miras a 
obtener el mandamiento de pago. Dichas exigencias tienen que ver, como se ha anticipado, 
con el procedimiento de acciones de cobro que debía adelantar el Fondo de Pensiones 
previo al inicio de la acción ejecutiva,  antes de la entrada en vigencia de la de la Resolución 
1702 de 2021,  esto es  conforme lo regulado de los artículos 8 ° a 13°  de la Resolución 
2082 de 2016, por cuya virtud, la liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser 
expedida en un término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago 
de los aportes, al cabo de los cuales corren  un máximo de 45 días calendario con que 
cuenta la entidad para contactar al deudor, y desde ese momento, debe verificarse que en 
un plazo máximo de 5 meses se haya acudido a la jurisdicción, promoviendo la acción de 
cobro judicial.  
 
Lo anterior, habida cuenta que el art. 12° de la citada resolución  indica que “Una vez las 
Administradoras constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al 
deudor como mínimo dos veces”, sumado a que el requerimiento formal al deudor de los 
aportes a pensión, resulta imprescindible en este tipo de asuntos, pues sin éste, por 
expreso mandato legal (Art. 2° del Decreto 2633 de 1994), no procede el recaudo forzoso 
por vía jurisdiccional, siendo menester entonces que las administradoras pensionales 
verifiquen unas exigencias elementales, relevantes en concepto de este Juzgado las ya 
descritas, en torno a la tempestividad en la expedición de la liquidación que presta mérito 
ejecutivo y la celeridad para incoar la demanda de ejecución. 
 
En este punto, aclara el Despacho que la observancia de los términos indicados, en manera 
alguna tiene relación ni califica a priori caducidad o prescripción, puesto que lo que 
conlleva el no requerir en forma y tiempo al empleador por los aportes en mora, es a que 
no se constituya el título ejecutivo debidamente, lo que implica que no pueda adelantar su 
cobro por vía ejecutiva, sino que bien podrá acudir a las demás herramientas que para 
ello, ha creado el legislador, a manera de ejemplo, el proceso ordinario laboral. 
 
Así las cosas, debe advertirse, para la conformación del título ejecutivo, esta sede judicial 
ni siquiera está exigiendo que las administradoras de pensiones verifiquen la totalidad de 
las exigencias contenidas en los estándares de avisos de incumplimiento y de acciones de 
cobro – persuasivas, sino simplemente unos requisitos mínimos que garanticen la 
intimación previa y permitan corroborar que la actuación de las entidades se ha verificado 
en los plazos razonables, determinados en la normatividad vigente aplicable, traída a 
colación en precedencia. 
 
De otra parte, cuando se reclame ejecutivamente el pago de varios períodos de aportes, el 
cómputo de los plazos antes citados no puede ser individualizado ni segregado, ya que el 
título base de ejecución no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte de un mes y de 
los demás no. La base de recaudo es la liquidación completa efectuada por la A.F.P., junto 
con el cumplimiento de los requisitos mencionados anteriormente. 
 
Bajo las premisas expuestas, analizado el asunto que concita la atención del Juzgado, se 
advierte que no hay lugar a librar el mandamiento de pago solicitado, por las razones que 
se pasan a exponer.   
 
De acuerdo con lo observado por este Despacho en el requerimiento previo que esgrime 
la administradora pensional, aparece acreditada la remisión de documental en legal forma 
ante la convocada al juicio INVERSIONES PABON PALACIÓS LTDA., pues dentro 
del presente asunto se aportó copia del requerimiento de pago entregado al ejecutado  el 
día 20 de octubre de 2022 (fl. 9, archivo 03), en el que le conmina a cumplir con las 
obligaciones relativas al pago de aportes de acuerdo con la liquidación mencionada, 
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acompañado de estado de cuenta (fl. 6) documentos debidamente cotejados. 
 
Todo lo anterior conduce a concluir que, mientras no se surta el requerimiento y se elabore 
oportunamente la respectiva liquidación, no puede el Fondo de pensiones válidamente 
acudir a la administración de justicia para apremiar el pago de lo adeudado, porque sólo 
a partir de ese momento la obligación podría volverse exigible, acotando que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 2° y 5°, deben 
acompasarse con lo consagrado al efecto por la Resolución 1702 de 2021, que empezó su 
vigencia el 29 de junio de 2022 y tiene previstos unos estándares para las administradoras 
públicas y privadas de la protección social, en cuanto a los avisos de incumplimiento y 
también frente a las acciones de cobro, con la finalidad de incentivar el pago de las 
contribuciones o aportes correspondientes o en últimas, obtener el pago forzado. 
 
En este sentido, en el sub examine se aprecia que la A.F.P. pretende ejecutar la mora en 
cotizaciones del  mes de diciembre de 2021 de la afiliada Damarys Katherine Fuentes 
Hernández, junto con el periodo comprendido entre diciembre y julio de 2022 del afiliado 
Danivel del Valle Martínez Sánchez periodo, cuando, de acuerdo con el artículo 13 del 
Decreto 1161 de 1994, contaba con un término máximo de tres meses para emprender las 
gestiones de cobro, desde la mora del empleador, respecto los primeros de esos aportes, 
pero solo lo hizo hasta el mes de octubre de 2022, debiendo tenerse aquellos como 
parámetro de evaluación en tanto, se reitera, la liquidación presentada y el conteo de 
plazos no pueden escindirse. 
 
Y si, en gracia de discusión, se hiciera abstracción de esto último, en este caso se advierte 
que la liquidación del 22 de  noviembre  de 2022 se elaboró por la activa, luego de fenecido 
el término de 9 meses de que trata el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2022, desde la 
ocurrencia de la mora de los aportes reclamados anteriores a enero de 2022, , y si bien la 
liquidación efectuada se realizó en término respecto los demás periodos, lo cierto es que 
como se indicó en el párrafo anterior el conteo de plazos no pueden escindirse.  
 
De ahí, se presentan falencias en el hecho de no haberse acometido las gestiones de cobro 
dentro de los 3 meses siguientes al vencimiento del plazo de la obligación, también en el 
desconocimiento de la oportunidad en la emisión de la liquidación, y en tanto, en el 
contexto del requerimiento electrónico enviado a la pasiva, no es posible constatar el 
acceso o visualización ni cuales archivos fueron adjuntados. 
 
Lo anterior conduce a colegir que en este caso no aparece acreditado en debida forma 
que se hubiera requerido previamente al ahora demandado, requisito sine qua non para 
librar orden de apremio. 
 
Al respecto vale decir entonces, en autos no se satisfacen los requisitos de claridad, 
expresividad y exigibilidad de la obligación, referidos en el artículo 4221 del C.G.P., ello 
por cuanto la sociedad ejecutante no requirió el pago que se pretende ejecutar, y en esa 
medida, se reitera, no se demostró que se haya efectuado la intimación en legal forma. 
 
En los términos que han quedado expuestos, a juicio del Despacho, la documentación 
allegada no presta mérito ejecutivo como quiera no se constituye en una obligación 
exigible en términos del art. 100 del C.P.L., en concordancia con el art. 422 del C.G.P., 
así como con lo dispuesto en los artículos 22 a 24 de la Ley 100 de 1.993, y el art. 5º del 
Decreto reglamentario No. 2633 de 1994. 
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 

                                                           
1 “Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 
que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 

que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 

judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley”. 
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consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas- 
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
Consecuente con lo anterior, el Juzgado Noveno Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales, 
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado, por las razones 
expuestas en la parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 
 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 
 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La anterior providencia  se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 069  de  Fecha 27  de abril  de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2023 00049 00, informando 
que fue recibido en el correo institucional proveniente de la oficina de reparto, a través del 
aplicativo Demanda en línea disponible en el mismo email. Consta de 9 folios principales, 
65 fls. anexos y acta de reparto, incorporados al expediente virtual. 
 
Sírvase proveer. 

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO 9º MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 
Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se DISPONE: 
 
RECONOCER PERSONERÍA a LITIGAR PUNTO COM S.A.S., representada 
legalmente por ROSA INÉS LEÓN GUEVARA identificada con cédula de ciudadanía 
No. 66.977.822, sociedad que actúa por conducto de la Dra. YESSICA PAOLA 
SOLAQUE BERNAL identificada con C.C. No. 1.030.607.537 y T.P. No. 263.927 del C.S. 
de la J., quien acredita estar inscrita en el certificado de existencia y representación legal 
de la firma de abogados (folio 59, archivo 03), para actuar como apoderada judicial de la 
SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 
PORVENIR S.A., representada legalmente por la Dra. IVONNE AMIRA TORRENTE 
SCHULTZ o por quien haga sus veces, en los términos y con las facultades conferidas en 
el poder allegado (folios 1 a 8, archivo 02 del expediente virtual), el cual se entiende 
aceptado por su ejercicio. 
 
A efecto de resolver sobre la viabilidad de librar la orden de apremio, se deben realizar las 
siguientes consideraciones: 
 
Se advierte inicialmente que promueve acción ejecutiva la SOCIEDAD 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 
S.A. en contra de ATTENTI S.A.S., para que se le paguen las                                         sumas y conceptos 
relacionados en el libelo (folios 6 y 7, archivo 01). 
 
Como garantía de sus pretensiones denuncia bienes que bajo la gravedad del juramento 
afirma son propiedad de la parte ejecutada (folios 13 y 14). 
 
Como título base de recaudo ejecutivo allega: a) la liquidación elaborada por la ejecutante 
–con firma de la funcionaria creadora del documento− (folios 1 y 2, archivo 03), y b) el 
requerimiento de pago enviado a la parte ejecutada de manera electrónica, el 18 de agosto 
de 2022 (fls. 03 a 07), en el cual, según su texto, le conmina a cumplir con las obligaciones 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
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relativas al pago de aportes a pensión e intereses moratorios. 
 
Así las cosas, es conveniente memorar, la naturaleza del título base de recaudo ejecutivo 
que constituye la fuente de la presente acción, corresponde a la liquidación elaborada 
por la administradora del régimen pensional en la que se determina el valor adeudado por 
el ejecutado o empleador que se encuentra en mora de trasladar los aportes pensionales 
de sus trabajadores, tal como lo prevé el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
 
En efecto, el mencionado art. 24 preceptúa que “[c]correspondé a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo 
del incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación 
mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito 
ejecutivo” (subrayas fuera de texto original).   
 
En reglamentación de esta disposición, el Decreto 656 de 1994, que a su vez fue 
complementado por el Decreto 1161 de 1994, señaló en el artículo 13 la obligación de los 
fondos pensionales de iniciar sus acciones de cobro dentro de los tres meses 
siguientes al incumplimiento por parte del patrono, de la siguiente manera:  
    

“Art. 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de 
los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de las 
cotizaciones que se encuentren en mora, así como de los intereses de mora a que haya 
lugar, pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que haya 
demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del 
artículo 14 del decreto 656 de 1994. 
 
 Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. Lo anterior es 
aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 
coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 
Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 
normas que los adicionen o reformen. 
 
Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 
informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 
adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 
representante, tome participación en el correspondiente proceso”.  

 
A su vez, el artículo 2° del Decreto 2633 de 1994 dispone que una vez vencidos los plazos 
para que los empleadores realicen las consignaciones, las administradoras a través de 
comunicación dirigida al deudor moroso, lo requerirá para que cancele y si, transcurridos 
15 días el empleador no se ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito 
ejecutivo. 
 
De conformidad con lo anterior, el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994 –para el asunto, 
por tratarse de una AFP privada– orienta las acciones de cobro contra el empleador que 
ha incumplido su obligación de trasladar los aportes pensionales dentro del término legal, 
con fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993. Señala: 
 

“Artículo 5°. - Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima 
media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual 
con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción 
ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta 
disponga, con carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación 
oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones 
concordantes. 
 
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte 
de los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
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requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 
liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el 
artículo 24 de la Ley 100 de 1993”. 

 
Por otra parte, la Ley 1607 de 2012 en su artículo 178, parágrafo 1°, dispuso: 
 

“Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP. La UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que 
considere conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto 
implique que las administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas 
legalmente por la omisión en el cobro de los aportes”.  

 
Por ende, las administradoras del Sistema de la Protección Social deben realizar las 
acciones de cobro ante la mora registrada de los aportes de sus afiliados, y en esa medida, 
deben aplicar los estándares de cobro que fije la UGPP, entidad que inicialmente los 
estableció a través de la Resolución No. 444 de 2013, disposición subrogada a partir del 1º 
de julio de 2017 por la Resolución 2082 de 2016, indicando en su articulado y en el anexo 
técnico de la referida resolución en sus capítulos II y III, lo relevante en la materia que 
aquí se trata. Esta última resolución fue subrogada por la Resolución 1702 de 2021, 
que empezó su vigencia el 29 de junio de 2022 e igualmente contiene un anexo técnico 
que en su “versión 2”, se emitió el 12 de julio de 2022.  
 
De ahí, conviene puntualizar que la Resolución 2082 de 2016, en su artículo 11, señaló que 
la liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser elaborada o expedida en 
un término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago. No 
obstante, la Resolución 1702 de 2021 en su canon 10° prevé, para ese efecto, un término 
de 9 meses; posteriormente debe contactar al deudor, en sede de actuaciones 
persuasivas, mínimo 2 veces; el primer requerimiento dentro de los 15 días siguientes a la 
elaboración de la liquidación y el segundo dentro de los 30 días siguientes a partir de la 
fecha en que se realizó la primera comunicación.  
 
Finalmente, el artículo 12 de la referida Resolución 1702 establece que vencido el plazo 
señalado en el artículo 11, las administradoras contarán con un plazo máximo de 5 
meses para iniciar las acciones cobro de manera coactiva o judicial.  
 
Aclarado el panorama normativo actualmente aplicable en este tipo de asuntos, debe 
precisar el Juzgado, la Resolución 1702 de 2021 y su correspondiente anexo técnico, no 
incorporan la distinción que otrora la Resolución 2082 de 2016, plasmaba en punto a que 
la primera comunicación para el cobro persuasivo, debía realizarse por vía escrita, y no 
por  llamada, correo electrónico, fax, etc., lo cual en sana lógica ameritó que el Despacho 
elaborara y aplicara una tesis según la cual una comunicación tramitada por vía 
electrónica no podía surtir el efecto de requerimiento previo, máxime ante las constantes 
deficiencias que se presentan en la posibilidad real de que el destinatario de esos mensajes 
de datos reciba y visualice efectivamente la misiva y los estados de cuenta 
correspondientes. 
  
Por tanto, bajo los lineamientos de la Resolución 1702 de 2021 y su adjunto técnico, y 
tomando en consideración el uso cada vez más amplio de los mensajes de datos en el 
ámbito personal y comercial, el Despacho replantea y sienta su posición en el sentido de 
que, para los casos en que el requerimiento hecho por la A.F.P. al deudor en mora de 
consignar los aportes pensionales, se surta con posterioridad a la vigencia de la Resolución 
1702 de 2021, es decir, a partir del 29 de junio de 2022, resulta plausible y procedente que 
la referida intimación previa al empleador como presupuesto del cobro compulsivo, se 
efectúe por medio físico, vía correo postal certificado, ora de manera electrónica 
o digital, siempre y cuando se garantice que la comunicación plasma y/o se acompaña de 
un informe al deudor sobre el valor de lo adeudado y debidamente discriminado con los 
períodos en mora y los réditos, con el cotejo respectivo; y si se tramita de forma 
electrónica, además, debe garantizarse el acceso al contenido de lo comunicado y de los 
adjuntos remitidos al destinatario. 
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Así, en consideración de este Juzgado, adoptando un criterio sistemático y no a ultranza 
riguroso, ha de compaginarse el sentido de tal regulación concreta con lo previsto en la 
Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633/94, coligiendo como presupuesto del recaudo coercitivo 
que, por lo menos, la ejecutante acredite haber realizado un requerimiento, por medio 
escrito a la dirección física de notificaciones de la ejecutada o bien al respectivo canal 
digital, según los lineamientos generales de estándares o parámetros de cobro o recaudo.  
 
No obstante, en esta nueva revisión del tema se considera que, adicionalmente al 
comentado requisito, deben cumplirse otros con miras a obtener el mandamiento de pago. 
Dichas exigencias tienen que ver, como se ha anticipado, con el procedimiento de acciones 
de cobro que debe adelantar el Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, 
el cual está regulado en los arts. 9° a 12 de la Resolución 1702 de 2021, por cuya virtud, la 
liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser expedida en un término máximo de 9 
meses contados a partir de la fecha límite de pago de los aportes, al cabo de los cuales 
corren 45 días calendario con que cuenta la entidad para contactar al deudor, y desde ese 
momento, debe verificarse que en un plazo máximo de 5 meses se haya acudido a la 
jurisdicción, promoviendo la acción de cobro judicial.  
 
Lo anterior, habida cuenta que el art. 10° de la citada resolución aunque indica que “las 
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen 
el título”, lo cierto es que el requerimiento formal al deudor de los aportes a pensión, 
resulta imprescindible en este tipo de asuntos, pues sin éste, por expreso mandato legal 
(art. 2° del Decreto 2633 de 1994), no procede el recaudo forzoso por vía jurisdiccional, 
siendo menester entonces que las administradoras pensionales verifiquen unas exigencias 
elementales, relevantes en concepto de este Juzgado las ya descritas, en torno a la 
tempestividad en la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo y la celeridad 
para incoar la demanda de ejecución. 
 
En este punto, aclara el Despacho que la observancia de los términos indicados, en manera 
alguna tiene relación ni califica a priori caducidad o prescripción, puesto que lo que 
conlleva el no requerir en forma y tiempo al empleador por los aportes en mora, es a que 
no se constituya el título ejecutivo debidamente, lo que implica que no pueda adelantar su 
cobro por vía ejecutiva, sino que bien podrá acudir a las demás herramientas que para 
ello, ha creado el legislador, a manera de ejemplo, el proceso ordinario laboral. 
 
Así las cosas, debe advertirse, para la conformación del título ejecutivo, esta sede judicial 
ni siquiera está exigiendo que las administradoras de pensiones verifiquen la totalidad de 
las exigencias contenidas en los estándares de avisos de incumplimiento y de acciones de 
cobro – persuasivas, sino simplemente unos requisitos mínimos que garanticen la 
intimación previa y permitan corroborar que la actuación de las entidades se ha verificado 
en los plazos razonables, determinados en la normatividad vigente aplicable, traída a 
colación en precedencia. 
 
Ahora bien, cuando se reclame ejecutivamente varios períodos de aportes, el cómputo de 
los plazos antes citados no puede ser individualizado ni segregado, ya que el título base de 
ejecución no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte de un mes y de los demás no. 
La base de recaudo es la liquidación completa efectuada por la A.F.P., junto con el 
cumplimiento de los requisitos mencionados anteriormente. 
 
Bajo las premisas expuestas, analizado el asunto que concita la atención del Juzgado, se 
advierte que no hay lugar a librar el mandamiento de pago solicitado, por las razones que 
se pasan a exponer.   
 
De acuerdo con lo observado por este Despacho en el requerimiento previo que esgrime 
la administradora pensional, en realidad no aparece acreditada la remisión de documental 
en legal forma ante la convocada al juicio ATTENTI S.A.S., pues dentro del presente 
asunto únicamente se aportó una comunicación por correo electrónico del 18 de agosto de 
de 2022 (fls. 03 a 07, archivo 03), dirigida a la dirección de email de notificaciones 
judiciales de la parte demandada registrado en el certificado de existencia y 
representación legal de la Cámara de Comercio de Bogotá, y una certificación de 
comunicación electrónica o “email certificado” de la empresa 4-72 (fls. 08 a 14, mas no 
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existe medio de prueba alguno que permita constatar el acceso del destinatario al mensaje 
enviado, tras no obrar indicación alguna de acceso a contenido o acuse de visualización.  
 
Tampoco se puede corroborar cuáles documentos se habrían adjuntado a ese mensaje de 
datos, ya que se observa el nombre de los archivos adjuntos, pero no existe ninguna 
herramienta, marca o señal de cotejo de la empresa de correo postal que expidió el 
“certificado de comunicación electrónica”, que pudiese corroborar el contenido de la 
misiva de requerimiento de pago y el “detalle de deuda” supuestamente remitidos a la 
parte pasiva, supuestamente remitidos a la parte pasiva.  
 
Ciertamente, el requerimiento que aparece enviado al correo electrónico de la parte 
ejecutada, del que se aportó una certificación de entrega emanada de la empresa de 
mensajería 4-72, está acompañado de tres archivos pdf adjuntos (fls. 08 a 11); sin embargo, 
no es posible verificar si los documentos entregados corresponden al requerimiento exigido 
por la norma y la liquidación, en la medida que no se pueden abrir. Y aunque pudiera 
decirse que el contenido de la misiva se incorporó en el propio cuerpo del mensaje de datos, 
de todos modos, no existe probanza acerca de que el estado de cuenta haya sido 
suministrado o adjuntado al destinatario. 
 
Todo lo anterior conduce a concluir que, mientras no se surta el requerimiento y se elabore 
oportunamente la respectiva liquidación, no puede el Fondo de pensiones válidamente 
acudir a la administración de justicia para apremiar el pago de lo adeudado, porque sólo 
a partir de ese momento la obligación podría volverse exigible, acotando que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 2° y 5°, deben 
acompasarse con lo consagrado al efecto por la Resolución 1702 de 2021, que empezó su 
vigencia el 29 de junio de 2022 y tiene previstos unos estándares para las administradoras 
públicas y privadas de la protección social, en cuanto a los avisos de incumplimiento y 
también frente a las acciones de cobro, con la finalidad de incentivar el pago de las 
contribuciones o aportes correspondientes o en últimas, obtener el pago forzado. 
 
En este sentido, en el sub examine igualmente se aprecia que la A.F.P. pretende ejecutar 
la mora en cotizaciones del periodo comprendido entre diciembre de 2021 y abril  de 2022 
de la afiliada Olga Nohemí Ardila Ocampo,  junto con los del mes de diciembre del afiliado 
Miguel Alejandro Fonseca Pacheco, cuando de acuerdo con el artículo 13 del Decreto 1161 
de 1994, contaba con un término máximo de tres meses para emprender las gestiones de 
cobro, desde la mora del empleador, pero solo lo hizo hasta el mes de agosto de 2022, esto 
es de forma tardía respecto de los primeros de esos aportes, debiendo tenerse aquellos 
como parámetro de evaluación en tanto, se reitera, la liquidación presentada y el conteo 
de plazos no pueden escindirse. 
 
Y si, en gracia de discusión, se hiciera abstracción de esto último, en este caso se advierte 
que la liquidación del 16 de enero de 2023, se elaboró por la activa luego de fenecido el 
término de 9 meses desde la ocurrencia de la mora de los aportes anteriores al mes de 
abril de 2023 , y si bien la liquidación efectuada se realizó en término respecto los demás 
periodos, lo cierto es que como se indicó en el párrafo anterior el conteo de plazos no 
pueden escindirse. De ahí, se presentan falencias en el hecho de no haberse acometido las 
gestiones de cobro dentro de los 3 meses siguientes al vencimiento del plazo de la 
obligación, también en el desconocimiento de la oportunidad en la emisión de la 
liquidación, y en tanto, en el contexto del requerimiento electrónico enviado a la pasiva, 
no es posible constatar el acceso o visualización ni cuales archivos fueron adjuntados. 
 
Lo anterior conduce a colegir que en este caso no aparece acreditado en debida forma 
que se hubiera requerido previamente al ahora demandado, requisito sine qua non para 
librar orden de apremio. 
 
Al respecto vale decir entonces, en autos no se satisfacen los requisitos de claridad, 
expresividad y exigibilidad de la obligación, referidos en el artículo 4221 del C.G.P., ello 

                                                           
1 “Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 

que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 

que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 
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por cuanto la sociedad ejecutante no requirió el pago que se pretende ejecutar, y en esa 
medida, se reitera, no se demostró que se haya efectuado la intimación en legal forma. 
 
En los términos que han quedado expuestos, a juicio del Despacho, la documentación 
allegada no presta mérito ejecutivo como quiera no se constituye en una obligación 
exigible en términos del art. 100 del C.P.L., en concordancia con el art. 422 del C.G.P., 
así como con lo dispuesto en los artículos 22 a 24 de la Ley 100 de 1.993, y el art. 5º del 
Decreto reglamentario No. 2633 de 1994. 
 
Consecuente con lo anterior, el Juzgado Noveno Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales, 
                                                                             

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado, por las razones 
expuestas en la parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 
consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas- 
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

 
 

 

 

                                                           
judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley”. 

 

 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C. 

 
La anterior providencia se notifica por anotación en 

Estado Electrónico Nº 069 de fecha 27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO_______________________________ 
                      OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 
WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 

Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 
Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2023 00055 00, informando 
que fue remitido por competencia del Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Montería, recibido en el correo institucional proveniente de la oficina de reparto, a 
través del aplicativo Demanda en línea disponible en el mismo email. Consta de 8 folios 
principales, 107 folios anexos, auto que rechazó por competencia y acta de reparto, 
incorporados en el expediente digital. 
 
Sírvase proveer. 

OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
SECRETARIO 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se DISPONE: 

 
RECONOCER PERSONERÍA a LITIGAR PUNTO COM S.A.S., representada 
legalmente por ROSA INÉS LEÓN GUEVARA identificada con cédula de ciudadanía 
No. 66.977.822, sociedad que actúa por conducto de la Dra. DIANA MARCELA 
VANEGAS GUERRERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.442.109  y T.P. 
No. 176.297 del C.S. de la J., quien acredita estar inscrita en el Certificado  de Existencia y 
Representación Legal de la firma de abogados (archivo 2 fl.100), para actuar como 
apoderado judicial de COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS, representada 
legalmente por la Dra. MYRIAM LILIANA LÓPEZ VELA o por quien haga sus veces, 
en los términos y facultades conferidas en el poder allegado (fls. 1 a 17 del archivo 02 del 
expediente virtual). 
 
Ahora, como bien se advierte en el expediente digital, la presente causa judicial 
corresponde a una acción ejecutiva promovida ante los Juzgados Municipales de Pequeñas 
Causas Laborales de Montería Reparto, por COLFONDOS S.A. PENSIONES Y 
CESANTIAS, en contra de la empresa FUNDACIÓN PARA EL DESARROLLO Y 
CRECIMIENTO DE LAS COMUNIDADES - FUNDECRECOM, identificada con Nit: 
9003621529, representada legalmente por ULDY ESTELA JULIO RAMOS, atañedera, 
a aportes pensionales insolutos y los intereses moratorios (archivo 1 folios 4 y 5). 
 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
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En ese orden, el proceso correspondió, por reparto, al Juzgado Municipal de Pequeñas 
Causas Laborales de Montería, conforme al acta fechada 19 de diciembre de 2022, obrante 
a folio 1 del archivo 04 del expediente digital; Despacho que, mediante providencia del 11 
de enero de 2023, resolvió declarar la falta de competencia y remitir el proceso a los 
Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá – Reparto (folio 1 a 5 
Archivo 5). 
 
Verificado el expediente se aprecia, de conformidad con el Certificado de Existencia y 
Representación Legal la FUNDACIÓN PARA EL DESARROLLO Y CRECIMIENTO 
DE LAS COMUNIDADES - FUNDECRECOM, tiene su domicilio en Montería (fl. 06 
Archivo 03), de ahí que, en el respetuoso criterio del Despacho, la competencia para 
dirimir la controversia enfilada radica en el juez del lugar del domicilio de la demandada, 
pues el proceso se adelanta en contra de una  persona jurídica de derecho privado, por lo 
cual resulta viable acudir a la previsión general vigente en el procedimiento laboral (art. 
5º del C.P.T. y S.S.), máxime cuando fue designio de la parte actora radicar el libelo en 
esa ciudad. 
 
Previo a desarrollar las razones por las cuales este despacho concluye su falta de 
competencia, es importante advertir inicialmente, en asuntos similares al aquí planteado, 
la H. Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha venido asignando el 
conocimiento por competencia territorial en cabeza del juez del lugar del domicilio de la 
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de cobro -
entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o el título ejecutivo 
correspondiente, que puede coincidir con aquel- (C.S.J. AL No. 3917 del 15 de junio de 
2022), con fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPTSS. 
 
En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto No. AL 3984-del 17 de 
agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se pasa a transcribir in 
extenso, dada su relevancia en el caso que se examina:  
 

“(…)  
 
En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en que el 
Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá y el Juzgado 
Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, consideran no ser los 
competentes para dirimir este asunto. 
 
El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en el auto CSJ 
AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del CPTSS y, en consecuencia, 
el conocimiento de las diligencias le corresponde a Medellín, por tratarse del 
domicilio de la entidad de seguridad social; mientras que, el segundo, en sustento de 
la misma providencia y normativa, sostiene que su homólogo no hizo una adecuada 
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que fue 
ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde se creó el título ejecutivo 
base del recaudo. 
 
Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de expedición 
de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta mérito ejecutivo, no 
puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al Juzgado Tercero Municipal de 
Pequeñas Causas Laborales de Medellín en cuanto a la correcta interpretación de la 
norma y la providencia CSJ AL2940-2019, en lo concerniente a: 
 
Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en 
los procesos en los que la competencia recaiga en varios jueces, bien sea por el 
domicilio de la demandada o por el último lugar en donde se haya prestado el servicio, 
la parte demandante, a efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger 
libre y con plenos efectos, cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la 
jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo.  
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Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la inexistencia de 
un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica de los que realiza un 
trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del mencionado fuero, puesto que no habría 
otra opción de elección que el lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo 
al certificado de existencia y representación legal se encuentra en Fundación – 
Magdalena (f.º 25).  
 
En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal del trabajo 
que consagre de manera clara y precisa la competencia para conocer del trámite de la 
acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 1993, encaminada en esta oportunidad 
al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que 
por aplicación analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social, la regla que se adapta es la establecida en su artículo 
110, puesto que determina la competencia del juez del trabajo en asuntos de igual 
naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los derechos a la seguridad social 
de los afiliados a través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones 
que no fueron satisfechas oportunamente. 
 
La citada norma señala:  
 
Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros Sociales. 
De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946 
conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales o de la caja seccional del mismo, que hubiese proferido la resolución 
correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por razón de 
la cuantía.  
 
Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, además, es el 
aplicable al caso, porque para la época de expedición del Código Procesal del Trabajo 
y de la Seguridad Social (año 1948), la única entidad administradora del Sistema de 
Seguridad Social lo era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 
de 1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que 
lo integran, sin que se determinara tampoco, como se anunció precedentemente, en 
quién recaía la competencia para conocer de la ejecución por cotizaciones a la 
seguridad social insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su 
momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el 
presente conflicto.  
 
Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los autos CSJ 
AL1046-2020 y CSJ AL228-2021. 
 
En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en mora al 
sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio de la entidad de 
seguridad social o el de aquel donde se profirió la resolución o el título ejecutivo 
correspondiente, así lo ha indicado la Sala en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ 
AL2089-2022.  
 
Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos de la 
demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que este fue expedido en Bogotá 
y, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. optó por 
promover el presente proceso en esa misma ciudad.” 

 
Advertido lo anterior, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal de la 
jurisdicción ordinaria laboral, con el acostumbrado respeto, este Despacho estima que la 
competencia debe analizarse a la luz de lo consagrado en el artículo 5 del CPTSS, en 
consideración a los motivos que a continuación se exponen: 
 

1. En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del C.P.T y de la 
S.S., por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del Decreto 2158 de 
1948, anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales no tenía cobertura en todo 
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el territorio nacional, lo cual permite entender la motivación del legislador de proteger 
el capital para el pago de prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral 
de su propio domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio 
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy se encuentra 
extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana de Pensiones – 
Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación en los 32 departamentos 
del país, los cuales cuentan cada uno de ellos con al menos un juez laboral. 

 
De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en la totalidad del territorio 
nacional, con el fin de garantizar a los trabajadores del país el derecho a la libre 
escogencia de régimen pensional tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.   

 
2. En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un domicilio 
extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no representa mayor 
eficacia en la protección del derecho a la Seguridad Social y, en contravía, dificulta el 
ejercicio del derecho a la defensa, así como pone en riesgo la garantía del debido 
proceso. 
 
A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en precedencia 
privilegia el interés superior de la seguridad social de los afiliados y de los recursos 
de la misma, con su aplicación se desconoce la capacidad de las AFP para demandar 
en cualquiera de los municipios en los que tiene operación, pues es en dichos lugares 
donde realiza las vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las 
gestiones relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes.  

 
En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección a la 
seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales Códigos de 
Procedimiento, materializan como uno de los pilares a la garantía del debido proceso 
que la competencia territorial radique principalmente en el domicilio del demandado, 
y así está consagrado en los artículos 28 del CGP y 5 del CPTSS, pues ello propende 
por la materialización del derecho a la defensa. 

 
De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos casos se 
demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está condicionada a que el 
demandado cuente con sede en dicho domicilio, con lo que queda nuevamente 
garantizada esta forma de protección.  

 
En este punto, resulta forzoso traer a colación las consideraciones que tuvo la Corte 
Constitucional al expedir la sentencia C -470 de 2011, a través de la cual se declararon 
inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de 2010, que pretendían modificar la 
competencia de los jueces del trabajo por razón del territorio, al señalar como juez 
competente el domicilio del demandante.  
 
Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador, quien es 
normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede sacrificar el 
derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser accionado en su domicilio.  
 
Al respecto la Corte, precisó:   

 
“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría representar 
para los demandados en los procesos laborales al obligarlos a comparecer al 
domicilio procesal que libremente les señale su contraparte, tendría sus principales 
repercusiones sobre el principio de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 
29) y el acceso a la administración de justicia (art. 229).” 
 
“ […]  
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De cualquier manera, debe anotarse que sí existe en este caso una percepción 
mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para la persona demandada 
podría representar tener que afrontar un proceso en un lugar que no es su domicilio 
ni tampoco sede de sus negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la 
ventaja que esta regla confiere el accionante, independientemente de quién, 
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir percepciones 
sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema judicial en su 
conjunto…” 
 
“ […]  
 
Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad de la regla 
analizada para contribuir al logro del propósito para el cual fue aprobada, resulta 
difícil para un juez conocer de un proceso que versa sobre hechos y situaciones 
ocurridos en otra localidad, en algunos casos un lugar distante o incluso 
desconocido, por lo que podría requerir de la frecuente solicitud de comisiones a los 
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además de 
conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del 
principio de inmediación en la práctica de las pruebas y la posterior adopción de 
decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan contrarias al adecuado 
funcionamiento del sistema judicial…” 

 
Así las cosas, si demandar en el domicilio del actor resulta desproporcionado en los 
clásicos conflictos laborales del trabajador versus empleador, con mayor razón resulta 
desaconsejable en casos como el que aquí se debate, comoquiera que permite a 
entidades que operan en todo el país, demandar en un lugar que resulta ajeno al 
domicilio del empleador moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser 
distante del domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el 
contrato que genera los aportes al sistema de seguridad social que pretenden cobrarse.  
 
Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 110 del 
CPTSS, desconoce el espíritu de la actual normatividad de garantizar en debida forma 
el debido proceso, el acceso al derecho a la defensa y a la administración de justicia, 
al asignar la competencia territorial en el domicilio del demandado.  

 
3. De otra parte, el criterio de la alta corporación, pasa por alto involuntariamente 
que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está administrado por cuatro 
fondos de pensiones: i) la Administradora De Fondos De Pensiones Y Cesantías 
Protección S.A, ii) la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías 
Porvenir S.A, iii) Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y 
Cesantías S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la 
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin ser su 
propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las controversias de 
esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual incuestionablemente, genera 
congestión judicial. 

 
4. Otra razón determinante para asignar la competencia en cabeza de los jueces del 
domicilio del ejecutado, es que, al revisar los procesos ejecutivos que han iniciado estos 
Fondos de Pensiones se puede observar, en gran cantidad de ellos, estas entidades 
adelantan el trámite previo de cobro de las cotizaciones en mora a través del servicio 
de correo electrónico certificado, situación que no permitiría establecer con claridad 
desde cuál ciudad o seccional se dio inicio al cobro que permite generar el título 
ejecutivo; máxime cuando en las liquidaciones que confeccionan las A.F.P. en muchas 
ocasiones ni siquiera se señala cuál es el lugar donde se expidió dicho título ejecutivo, 
por medio del cual se declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 
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Lo que sí se puede determinar de manera incuestionable, es la ciudad en la cual se 
realiza el requerimiento previo a la empresa empleadora, que no podría ser otra que la 
del domicilio del mismo. 
 
Además, en gracia de discusión, el hecho de que una administradora pensional llegue 
a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan mérito ejecutivo en su 
domicilio principal, no impone que todos los procesos en los cuales se ejecute por las 
cotizaciones insolutas necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera, 
las AFP tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del país, 
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por lo cual en el 
respetuoso criterio de esta funcionaria judicial, resulta desproporcionada la carga por 
contera impuesta a algunos despachos judiciales del país en este tipo de asuntos, en 
los que en la actualidad recae el conocimiento de la mayoría de ellos.  

 
Así las cosas, una vez presentadas las razones por las cuales este Despacho considera que 
debe darse aplicación al artículo 5º del C.P.T Y S.S., para definir la competencia del asunto 
que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, y revisadas las documentales 
obrantes en el expediente digital, atendiendo a que el presente proceso se está 
adelantando contra la persona jurídica de derecho privado FUNDACIÓN PARA EL 
DESARROLLO  Y CRECIMIENTO DE LAS COMUNIDADES -FUNDECRECOM, 
quien tiene su domicilio en la ciudad de Montería, lugar elegido por el ejecutante al 
promover este proceso especial, se colige que el juez competente para tramitar el presente 
proceso es el JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
MONTERIA. 
 
De conformidad con los argumentos expuestos de manera precedente, se promoverá el 
conflicto negativo de competencia, en aras de garantizar el acceso eficaz a la 
administración de justicia, y en dirección a la materialización de los derechos a la defensa 
y al debido proceso que asisten a las partes. 
 
Con todo, no sobra recordar, eventualmente, en caso de que se reitere que la competencia 
territorial se define por el lugar en el cual se haya expedido el título, en armonía con el 
criterio que ha venido siendo expuesto por la alta Corte, teniendo en cuenta que en el título 
no se indica la ciudad de expedición, y que la ejecutante eligió la de Montería para la 
presentación de la demanda ejecutiva, debido a que esta coincide con el domicilio de la 
ejecutada, lo procedente es que el Juez a quien se le asignó el conocimiento requiera a la 
parte actora para que aclare si su elección se debe a que el título fue expedido en la ciudad 
de Montería y en caso afirmativo, el conocimiento del proceso ejecutivo se encuentra a su 
cargo, por lo cual, en todo caso, el expediente debería regresar a dicho Despacho para lo 
de su cargo (AL4899-2022 27/09/2022 M.P. Dr. LUIS BENEDICTO HERRERA DÍAZ)1. 
 
Al tenor de lo considerado, el Juzgado Noveno (9º) Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá D.C., DISPONE: 
 

                                                 
1 Ahora bien, en el sub lite, ante la imposibilidad de conocer con certeza el lugar de expedición 
del título ejecutivo base de esta acción, y teniendo en cuenta que la entidad demandante en el 
acápite de competencia indicó que lo era el juez de Barranquilla en atención a «la naturaleza del 
asunto, la cuantía $1.280.000 PESOS M/CTE y la vecindad de las partes», siendo que, como 
quedó expuesto en el pronunciamiento jurisprudencial citado en precedencia, tales factores no 
son un criterio válido para determinar el juez competente, se ordenará remitir el expediente al 
Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Barranquilla, a quien se le 
repartió inicialmente el presente asunto, para que requiera a la parte actora a fin de que 
determine el lugar de conocimiento del proceso, teniendo en cuenta para el efecto, que bien puede 
serlo el domicilio de la entidad de seguridad social ejecutante, o el lugar donde se expidió el título 
ejecutivo, por medio del cual se declara la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas, 
para que, una vez ello ocurra, disponga lo pertinente. 
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PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA, ante la 
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente digital a la Corte Suprema de Justicia- Sala de 
Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 18 de 
la Ley 270 de 1996.  
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 
consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 
 
 

LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 
JUEZ 

 
 
 
 Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas Laborales 

de Bogotá D.C. 
 

La anterior providencia se notifica por anotación en Estado 
Electrónico Nº_069 de Fecha   27 de abril de 2023 

 

SECRETARIO  
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 WhatsApp: 

322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) Estados 

Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas- laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ejecutivo No. 009 2023 00057 00, informando que 
fue recibido en el correo institucional proveniente de la oficina de reparto, a través del 
aplicativo Demanda en línea disponible en el mismo email. Consta de 5 folios principales, 28 
folios anexos, y acta de reparto, incorporados en el expediente digital. 
 
Sírvase proveer. 

OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
SECRETARIO 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

  
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se DISPONE: 
 
RECONOCER PERSONERÍA al Dr. FERNANDO ENRIQUE ARRIETA LORA 
identificado con C.C. No. 19.499.248 y T.P. No. 63.604 del C.S. de la J., para actuar como 
apoderado judicial de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., representada legalmente por la Dra. 
CARLA SANTAFE FIGUEREDO o por quien haga sus veces, en los términos y con las 
facultades conferidas en el poder allegado (folio 1, archivo 02 del expediente virtual), el cual 
se entiende aceptado por su ejercicio y cumple con lo estipulado en la Ley 2213 de 2022. 
 
Al tenor de lo considerado, a efecto de resolver sobre la viabilidad de librar la orden de 
apremio, se deben realizar las siguientes consideraciones: 
 
Se advierte inicialmente que promueve acción ejecutiva la SOCIEDAD 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 
S.A., en contra de la sociedad PEDRO MANUEL SUAREZ BAUTISTA, para que se le 
paguen las sumas y conceptos relacionados en el libelo (folios 6 y 7, archivo 01). 
 
Como garantía de sus pretensiones denuncia bienes que bajo la gravedad del juramento afirma 
son propiedad de la parte ejecutada (folio 09). 
 
Como título base de recaudo ejecutivo allega: a) la liquidación elaborada por la ejecutante –
sin firma de la funcionaria creadora del documento− (folios 5 a 10, archivo 03), y b) el 
requerimiento de pago fechado 28 de octubre de 2022, enviado a la parte ejecutada de manera 
electrónica, (fls. 11 a 16), en el cual, según su texto, le conmina a cumplir con las obligaciones 
relativas al pago de aportes a pensión e intereses moratorios. 
 
Así las cosas, es conveniente memorar, la naturaleza del título base de recaudo ejecutivo que 

mailto:j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
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constituye la fuente de la presente acción, corresponde a la liquidación elaborada por la 
administradora del régimen pensional en la que se determina el valor adeudado por el 
ejecutado o empleador que se encuentra en mora de trasladar los aportes pensionales de sus 
trabajadores, tal como lo prevé el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
 
En efecto, el mencionado Art. 24 preceptúa que “[c]orresponde a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 
administradora determine el valor adeudado prestará mérito ejecutivo” (subrayas fuera de 
texto original).   
 
En reglamentación de esta disposición, el Decreto 656 de 1994, que a su vez fue 
complementado por el Decreto 1161 de 1994, señaló en el artículo 13 la obligación de los fondos 
pensionales de iniciar sus acciones de cobro dentro de los tres meses siguientes al 
incumplimiento por parte del patrono, de la siguiente manera:  
    

“Art. 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de 
los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de 
las cotizaciones que se encuentren en mora, así como de los intereses de mora a que 
haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que 
haya demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del 
artículo 14 del decreto 656 de 1994. 
 
Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. Lo anterior es 
aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 
coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 
Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 
normas que los adicionen o reformen. 
 
Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 
informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 
adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 
representante, tome participación en el correspondiente proceso”.  

 
A su vez, el artículo 2° del Decreto 2633 de 1994, dispone que una vez vencidos los plazos para 
que los empleadores realicen las consignaciones, las administradoras a través de 
comunicación dirigida al deudor moroso, lo requerirá para que cancele y si, transcurridos 15 
días el empleador no se ha pronunciado, se elaborará la liquidación que presta mérito 
ejecutivo. 
 
De conformidad con lo anterior, el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994 –para el asunto, por 
tratarse de una AFP privada– orienta las acciones de cobro contra el empleador que ha 
incumplido su obligación de trasladar los aportes pensionales dentro del término legal, con 
fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993. Señala: 
 

“Artículo 5°. - Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima 
media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual 
con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción 
ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta 
disponga, con carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación 
oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás 
disposiciones concordantes. 
 
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por 
parte de los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación 
dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días 
siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 
elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 
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establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993”. 
 
Por otra parte, la Ley 1607 de 2012 en su artículo 178, parágrafo 1°, dispuso: 
 

“Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando 
las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP. La UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que 
considere conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto 
implique que las administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas 
legalmente por la omisión en el cobro de los aportes”.  

 
Por ende, las administradoras del Sistema de la Protección Social deben realizar las acciones 
de cobro ante la mora registrada de los aportes de sus afiliados, y en esa medida, deben aplicar 
los estándares de cobro que fije la UGPP, entidad que inicialmente los estableció a través de 
la Resolución No. 444 de 2013, disposición subrogada a partir del 1º de julio de 2017 por la 
Resolución 2082 de 2016, indicando en su articulado y en el anexo técnico de la referida 
resolución en sus capítulos II y III, lo relevante en la materia que aquí se trata. Esta última 
resolución fue subrogada por la Resolución 1702 de 2021, que empezó su vigencia el 29 de 
junio de 2022 e igualmente contiene un anexo técnico que en su “versión 2”, se emitió el 12 de 
julio de 2022.  
 
De ahí, conviene puntualizar que la Resolución 2082 de 2016, en su artículo 11, señaló que la 
liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser elaborada o expedida en un 
término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago. No obstante, la 
Resolución 1702 de 2021 en su canon 10° prevé, para ese efecto, un término de 9 meses; 
posteriormente debe contactar al deudor, en sede de actuaciones persuasivas, mínimo 2 veces; 
el primer requerimiento dentro de los 15 días siguientes a la elaboración de la liquidación y el 
segundo dentro de los 30 días siguientes a partir de la fecha en que se realizó la primera 
comunicación. 
 
Finalmente, el artículo 12 de la referida Resolución 1702, establece que vencido el plazo 
señalado en el artículo 11, las administradoras contarán con un plazo máximo de 5 meses 
para iniciar las acciones cobro de manera coactiva o judicial.  
 
Aclarado el panorama normativo actualmente aplicable en este tipo de asuntos, debe precisar 
el Juzgado, la Resolución 1702 de 2021 y su correspondiente anexo técnico, no incorporan la 
distinción que otrora, la Resolución 2082 de 2016, plasmaba en punto a que la primera 
comunicación para el cobro persuasivo, debía realizarse por vía escrita, y no por  llamada, 
correo electrónico, fax, etc., lo cual en sana lógica ameritó que el Despacho elaborara y aplicara 
una tesis según la cual una comunicación tramitada por vía electrónica no podía surtir el efecto 
de requerimiento previo, máxime ante las constantes deficiencias que se presentan en la 
posibilidad real de que el destinatario de esos mensajes de datos reciba y visualice 
efectivamente la misiva y los estados de cuenta correspondientes. 
 
Por tanto, bajo los lineamientos de la Resolución 1702 de 2021 y su adjunto técnico, y tomando 
en consideración el uso cada vez más amplio de los mensajes de datos en el ámbito personal y 
comercial, el Despacho replantea y sienta su posición en el sentido de que, para los casos en 
que el requerimiento hecho por la A.F.P. al deudor en mora de consignar los aportes 
pensionales, se surta con posterioridad a la vigencia de la Resolución 1702 de 2021, es decir, 
a partir del 29 de junio de 2022, resulta plausible y procedente que la referida intimación 
previa al empleador como presupuesto del cobro compulsivo, se efectúe por medio físico, 
vía correo postal certificado, ora de manera electrónica o digital, siempre y cuando se 
garantice que la comunicación plasma y/o se acompaña de un informe al deudor sobre el valor 
de lo adeudado y debidamente discriminado con los períodos en mora y los réditos, con el 
cotejo respectivo; y si se tramita de forma electrónica, además, debe garantizarse el acceso al 
contenido de lo comunicado y de los adjuntos remitidos al destinatario. 
 
Así, en consideración de este Juzgado, adoptando un criterio sistemático y no a ultranza 
riguroso, ha de compaginarse el sentido de tal regulación concreta con lo previsto en la Ley 
100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994, coligiendo como presupuesto del recaudo coercitivo 
que, por lo menos, la ejecutante acredite haber realizado un requerimiento, por medio escrito 
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a la dirección física de notificaciones de la ejecutada o bien al respectivo canal digital, según 
los lineamientos generales de estándares o parámetros de cobro o recaudo. 
 
No obstante, en esta nueva revisión del tema se considera que, adicionalmente al comentado 
requisito, deben cumplirse otros con miras a obtener el mandamiento de pago. Dichas 
exigencias tienen que ver, como se ha anticipado, con el procedimiento de acciones de cobro 
que debe adelantar el Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, el cual está 
regulado en los arts. 9° a 12 de la Resolución 1702 de 2021, por cuya virtud, la liquidación que 
preste mérito ejecutivo debe ser expedida en un término máximo de 9 meses contados a partir 
de la fecha límite de pago de los aportes, al cabo de los cuales corren 45 días calendario con 
que cuenta la entidad para contactar al deudor, y desde ese momento, debe verificarse que en 
un plazo máximo de 5 meses se haya acudido a la jurisdicción, promoviendo la acción de cobro 
judicial.  
 
Lo anterior, habida cuenta que el art. 10° de la citada resolución aunque indica que “las 
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el 
título”, lo cierto es que el requerimiento formal al deudor de los aportes a pensión, resulta 
imprescindible en este tipo de asuntos, pues sin éste, por expreso mandato legal (Art. 2° del 
Decreto 2633 de 1994), no procede el recaudo forzoso por vía jurisdiccional, siendo menester 
entonces que las administradoras pensionales verifiquen unas exigencias elementales, 
relevantes en concepto de este Juzgado las ya descritas, en torno a la tempestividad en la 
expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo y la celeridad para incoar la demanda 
de ejecución. 
 
En este punto, aclara el Despacho que la observancia de los términos indicados, en manera 
alguna tiene relación ni califica a priori caducidad o prescripción, puesto que lo que conlleva 
el no requerir en forma y tiempo al empleador por los aportes en mora, es a que no se 
constituya el título ejecutivo debidamente, lo que implica que no pueda adelantar su cobro por 
vía ejecutiva, sino que bien podrá acudir a las demás herramientas que para ello, ha creado el 
legislador, a manera de ejemplo, el proceso ordinario laboral. 
 
Así las cosas, debe advertirse, para la conformación del título ejecutivo, esta sede judicial ni 
siquiera está exigiendo que las administradoras de pensiones verifiquen la totalidad de las 
exigencias contenidas en los estándares de avisos de incumplimiento y de acciones de cobro – 
persuasivas, sino simplemente unos requisitos mínimos que garanticen la intimación previa y 
permitan corroborar que la actuación de las entidades se ha verificado en los plazos 
razonables, determinados en la normatividad vigente aplicable, traída a colación en 
precedencia. 
 
Ahora bien, cuando se reclame ejecutivamente varios períodos de aportes, el cómputo de los 
plazos antes citados no puede ser individualizado ni segregado, ya que el título base de 
ejecución no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte de un mes y de los demás no. La 
base de recaudo es la liquidación completa efectuada por la A.F.P., junto con el cumplimiento 
de los requisitos mencionados anteriormente. 
 
Bajo las premisas expuestas, analizado el asunto que concita la atención del Juzgado, se 
advierte que no hay lugar a librar el mandamiento de pago solicitado, por las razones que se 
pasan a exponer.   
 
Según tesis que viene sosteniendo el Despacho de tiempo atrás, y que se mantiene, la 
obligación incorporada en la liquidación confeccionada por la administradora de pensiones, 
es un instrumento que  adquiere eficacia bajo ciertos presupuestos, entre estos, desde luego, 
la firma del emisor o creador del documento, habida cuenta que ello hace fe del estudio serio 
de las cotizaciones pensionales adeudadas y la cuantía y forma en el que sujeto llamado como 
deudor, debe satisfacer la obligación; exigencia que en este asunto no se verifica, en tanto el 
pretendido requerimiento únicamente exhibe una antefirma, sin indicación alguna de tratarse 
de rúbrica digital (folio 05 a 10, archivo 03). 
 
De acuerdo con lo observado por este Despacho en el requerimiento previo que esgrime la 
administradora pensional, en realidad no aparece acreditada la remisión de documental en 
legal forma ante el convocado al juicio PEDRO MANUEL SUAREZ BAUTISTA, pues 
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dentro del presente asunto únicamente se aportó una comunicación por correo electrónico del 
28 de octubre de 2022 (fls. 11 a 16), dirigida a la dirección de email de notificaciones judiciales 
de la demandada reportada en el certificado de la Cámara de Comercio de Bogotá, y una 
certificación de comunicación electrónica o “email certificado” de la empresa 4-72 (fls. 17 a 
19), mas no existe medio de prueba alguno que permita constatar el acceso del destinatario al 
mensaje enviado, tras no obrar indicación alguna de acceso al contenido o acuse de 
visualización.  
 
Tampoco se puede corroborar cuáles documentos se habrían adjuntado a ese mensaje de 
datos, ya que se observa el nombre de los archivos adjuntos, pero no existe ninguna 
herramienta, marca o señal de cotejo de la empresa de correo postal que expidió el “certificado 
de comunicación electrónica”, que pudiese corroborar el contenido de la misiva de 
requerimiento de pago y el “detalle de deuda” supuestamente remitidos a la parte pasiva.  
 
Ciertamente, el requerimiento que aparece enviado al correo electrónico de la ejecutada, del 
que se aportó una certificación de entrega emanada de la empresa de mensajería 4-72, está 
acompañado de tres archivos adjuntos (fls. 17 a 20); sin embargo, no es posible verificar si los 
documentos entregados corresponden al requerimiento exigido por la norma y la liquidación, 
en la medida en que no se pueden abrir. Y aunque en el propio cuerpo del mensaje de datos, 
se anunció que se anexaban algunos documentos de todos modos, no existe probanza de que 
el estado de cuenta haya sido suministrado o adjuntado al destinatario. 
 
Todo lo anterior conduce a concluir, mientras no se surta el requerimiento y se elabore 
oportunamente la respectiva liquidación,  no puede el Fondo de pensiones válidamente acudir 
a la administración de justicia para apremiar el pago de lo adeudado, porque sólo a partir de 
ese momento la obligación podría volverse exigible, acotando que el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 2° y 5°, deben acompasarse con lo 
consagrado al efecto por   la Resolución 1702 de 2021, que empezó su vigencia el 29 de junio 
de 2022 y tiene previstos unos estándares para las administradoras públicas y privadas de la 
protección social, en cuanto a los avisos de incumplimiento y también frente a las acciones de 
cobro, con la finalidad de incentivar el pago de las contribuciones o aportes correspondientes 
o en últimas, obtener el pago forzado. 
 
En este sentido, en el sub examine igualmente se aprecia que la A.F.P. pretende ejecutar la 
mora en cotizaciones del periodo comprendido entre agosto de 2015 y agosto de  2022 del 
afiliado Carlos Arturo Avendaño Malaver, junto con el mes de junio de 2010 por el mismo 
afiliado, cuando, de acuerdo con el artículo 13 del Decreto 1161 de 1994, contaba con un 
término máximo de tres meses para emprender las gestiones de cobro, desde la mora del 
empleador, pero solo lo hizo hasta el mes de octubre de 2022, esto es de forma tardía respecto 
de los primeros de esos aportes, debiendo tenerse aquellos como parámetro de evaluación en 
tanto, se reitera, la liquidación presentada y el conteo de plazos no pueden escindirse.  
 
Y si, en gracia de discusión, se hiciera abstracción de esto último, pues en este caso la 
liquidación del 20 de enero de 2023 se elaboró por la activa luego de fenecido el término de 9 
meses desde la ocurrencia de la mora de los aportes anteriores al mes de abril  de 2022 
reclamados, y si bien la liquidación efectuada se realizó en término respecto los demás 
periodos,  lo cierto es que como se indicó en el párrafo anterior el conteo de plazos no pueden 
escindirse, de ahí que se presentan falencias en la formalidad de la elaboración y firma del 
título ejecutivo, así como el hecho de no haberse acometido las gestiones de cobro dentro de 
los 3 meses siguientes al vencimiento del plazo de la obligación y en el desconocimiento de la 
oportunidad en la emisión de la liquidación, y en tanto, en el contexto del requerimiento 
electrónico enviado a la pasiva, no es posible constatar el acceso o visualización ni cuales 
archivos fueron adjuntados. 
 
En los términos anteriores, en este caso, no aparece acreditado en debida forma que se hubiera 
requerido previamente al ahora demandado, requisito sine qua non para librar orden de 
apremio. 
 
Al respecto vale decir entonces, en autos no se satisfacen los requisitos de claridad, 
expresividad y exigibilidad de la obligación, referidos en el artículo 4221 del C.G.P., ello por 
                                                        
1 “Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
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cuanto la sociedad ejecutante no requirió el pago que se pretende ejecutar, y en esa medida, 
se reitera, no se demostró que se haya efectuado la intimación en legal forma. 
 
De acuerdo a lo expuesto, a juicio del Despacho, la documentación allegada no presta mérito 
ejecutivo como quiera no se constituye en una obligación exigible en términos del art. 100 del 
C.P.L., en concordancia con el art. 422 del C.G.P., así como con lo dispuesto en los artículos 
22 a 24 de la Ley 100 de 1.993, y el art. 5º del Decreto reglamentario No. 2633 de 1994. 

 
Consecuente con lo anterior, el Juzgado Noveno Municipal de Pequeñas Causas Laborales, 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado, por las razones expuestas 
en la parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría efectúense las desanotaciones correspondientes. 
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 
consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 
 

                                                        
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 
judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 
auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley”. 

 

 
Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas 

Laborales de Bogotá D.C. 
 

La anterior providencia se notifica por anotación en Estado 

Electrónico N.º 069 de fecha 27 de abril de 2023 

 
 

SECRETARIO   
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laboralesde-bogota/2020n1
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JUZGADO NOVENO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol - Teléfono: 2862679 

WhatsApp: 322 6701821 (Solicitud de citas) 
Correo Electrónico: j09lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co (Radicación correspondencia) 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/2020n1 

 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés 
(2023), se pasa al Despacho el proceso ordinario No. 009 2023 00201 00, informando 
que el día 11 de abril de 2023, a través de correo electrónico con acceso al link del 
expediente digital, se remitió a la accionada FONDO DE PRESTACIONES 
ECONÓMICAS CESANTÍAS Y PENSIONES - FONCEP el auto admisorio, los 
anexos de la demanda y el acta de notificación, por lo cual se encuentra surtido el 
enteramiento y pendiente el asunto por fijar fecha de audiencia. Además, se indica que el 
pasado 18 de abril la pasiva constituyó apoderado y solicitó acceso al plenario (archivo 
06), el cual se le proporcionó, y el día de hoy se allegó escrito de contestación de demanda 
(archivo 08). 
 
Sírvase proveer. 

 
OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 

SECRETARIO 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO NOVENO (9º) MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTA D.C. 
 

AUTO 
 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
De acuerdo al informe que antecede y verificadas las actuaciones que refiere, en atención 
a lo previsto por el Consejo Superior de la Judicatura en el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 
de junio de 2020 y a efecto de continuar con el trámite procesal correspondiente, se 
DISPONE:  
 
PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora SANDRA PATRICIA 
RAMÍREZ ALZATE identificada con cédula de ciudadanía N° 52.707.169 y T.P. N° 
118.925 del C.S. de la J. para actuar como apoderada principal de la demandada FONDO 
DE PRESTACIONES ECONÓMICAS CESANTÍAS Y PENSIONES – FONCEP, en 
los términos y facultades señaladas en el memorial poder que obra a folio 2 del archivo 
06.  
 
SEGUNDO: SEÑALAR FECHA para llevar a cabo la AUDIENCIA de que trata el art. 
72 del C.P.L. y de la S.S., para el próximo VEINTITRÉS (23) DE MAYO DE DOS MIL 
VEINTITRÉS (2023) a las DIEZ Y TREINTA DE LA MAÑANA (10:30 A.M.), 
oportunidad en la cual deberán comparecer las partes con sus apoderados, en caso de 
actuar por conducto de abogado. 
 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
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En la fecha y hora señaladas se recibirá la contestación de la demanda, se adelantarán las 
etapas de conciliación, saneamiento y fijación del litigio, decreto y práctica de pruebas, se 
recibirán todas y cada una de las declaraciones solicitadas en la demanda y contestación, 
requiriendo de manera necesaria la comparecencia de las personas señaladas como 
testigos de las partes; de ser posible se clausurará el debate probatorio y se proferirá el 
correspondiente fallo. 
 
La audiencia se realizará a través de la plataforma TEAMS de Microsoft, y en ese sentido, 
los intervinientes deberán descargar en su dispositivo electrónico el respectivo aplicativo. 
 
Se requiere a las partes para que remitan al correo electrónico 
j09lpcbta@cendoj.ramajudical.gov.co, sus direcciones de correo a través de las cuales 
serán invitados y participantes a la audiencia contactos telefónicos, documentos y medios 
de prueba que pretendan hacer valer y a bien tengan incorporar, previo a la realización de 
la audiencia. 
 
Recibida su dirección de correo electrónico, se les remitirá el link para la consulta del 
expediente. 
 
El presente proveído se notificará por anotación en estado electrónico que podrá ser 
consultado en el link https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-09-de-pequenas-
causas-laboralesde-bogota/2020n1 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

 
LUZ ANGELA GONZÁLEZ CASTIBLANCO 

JUEZ 
 

 
 
 

 

Juzgado 9 Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Bogotá D.C. 

 
La  anterior  providencia  se notifica por anotación en Estado 

Electrónico Nº 69  de Fecha 27 de abril de 2023 

 

 
SECRETARIO________________________________ 

                       OSCAR LEONARDO FIGUEROA SALAMANCA 
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